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Prefacio

E
l buen funcionamiento de la democracia
depende en gran medida de la libre 
circulación de información, y las naciones
desarrolladas del mundo reconocen esta
realidad. La tendencia internacional hacia
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E
ste manual informativo no sería posible 
sin la dedicación y compromiso de muchas
personas, incluyendo escritores, traductores
y lectores talentosos. Primeramente,
agradecemos a todos los autores que 

contribuyeron con sus conocimientos y experiencias
haciendo de este manual un recurso académico 
y práctico.

Laura Neuman, Subdirectora del Área de
Transparencia, dirige el Proyecto del Acceso a la
Información y recopiló este volumen. Ella encomendó
los artículos por expertos, revisó cada uno de ellos, 
y escribió la introducción basada en sus propios
conocimientos y experiencias con los proyectos 
del acceso a la información del Centro Carter en
Jamaica, Nicaragua, y ahora en Bolivia. 

El Centro Carter tiene el privilegio de tener
empleados y pasantes increíblemente comprometidos
que trabajaron para hacer que este manual instructivo
sea posible, incluyendo Jennifer McCoy, Gabrielle
Mertz, Nealin Parker, Tom Eberhart, y Jane Nandy.
En particular, debemos reconocer a Coby Jansen,
Jessica Shpall, Justen Thomas, Erin Miles, y Sarah
Fedota, por sus grandes esfuerzos para redactar, 
traducir y facilitar la publicación de este manual. 
¡Su energía es sin límites!

Traducir las palabras de otras personas asegurando
que retienen exactamente el significado y el tono 
es siempre un reto, sin embargo David Traumann,
Paula Colmegna, Martha Uriona, Coby, Jessica y
Justen lo hicieron parecer fácil. Quisiéramos agradecer
a Richard Calland, un experto en el acceso a la 
información, quien ha trabajado como consultor
durantes muchos de nuestros viajes a Bolivia. 

También agradecemos el apoyo financiero de la
Corporación Andina de Fomento, Agencia de los
Estados Unidos para el Desarrollo Internacional
(USAID por sus siglas en Ingles) y el Departamento
Británico de Desarrollo Internacional (DFID). 

Finalmente, tenemos el honor de contar con 
el apoyo increíble y la calurosa bienvenida de 
innumerables Bolivianos. Les agradecemos por su 
generosidad su tiempo y ánimo. Tenemos muchas
ganas de compartir una continua colaboración. 

Reconocimientos
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Introducción

E
l acceso a la información es crucial para 
el establecimiento y promoción de la
democracia. Tal como declararon los  Jefes
de Estado y de Gobierno de las Américas
elegidos democráticamente: “El acceso a 

la información en poder del Estado, con el debido
respeto a las normas constitucionales y legales, inclu-
idas las de privacidad y confidencialidad, es condición
indispensable para la participación ciudadana y 
promueve el respeto efectivo de los derechos
humanos. Nos comprometemos a contar con los mar-
cos jurídicos y formativos, así como con las estructuras
y condiciones necesarias para garantizar a nuestros
ciudadanos el derecho al acceso a la información.” 

Fue el reconocimiento de todos los múltiples 
beneficios del acceso a la información que llevó al
gobierno a invitar al Centro Carter a Bolivia, y a la
sociedad civil a involucrarse en este tema. El Centro
Carter ha enfocado sus esfuerzos en la provisión de
asistencia técnica al Gobierno de Bolivia mientras
éste procura establecer un nuevo régimen de informa-
ción en el país. Además, El Centro Carter, hasta
ahora, ha realizado talleres y seminarios con la
sociedad civil en La Paz, Cochabamba y Santa 
Cruz para elevar la conciencia sobre la importancia
del acceso a la información, y para compartir las 
experiencias internacionales. En diciembre del 2003,
el Presidente Jimmy Carter y El Centro Carter
tuvieron el honor de reunirse con el Presidente 
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de ejemplos de casos internacionales para subrayar
este mensaje. El Dr. Calland señala que el adven-
imiento y el uso de las leyes de transparencia ha
“creado una oportunidad para que los pobres, los
habitualmente excluidos por la pobreza y la falta de
información, se enfrenten con los que los controlan.”

El acceso a la información muchas veces se 
considera como una de las herramientas más
poderosas para aumentar la rendición de cuentas a 
la ciudadanía y prevenir la corrupción. El Dr. Néstor
Baraglia, en Acceso a la Información y la Lucha Contra
la Corrupción, relata los efectos negativos de la 
corrupción y las maneras en que el acceso a la 
información refuerza al gobierno, la sociedad civil 
y el sector privado en sus esfuerzos por combatirla.

Los siguientes dos capítulos, Leyes de acceso a 
la información: Pedazos de un rompecabezas por 
la Dra. Laura Neuman La implementación de leyes 
de acceso a la información, por los Drs. Neuman y
Calland se enfocan en dos fases críticas de establecer
un régimen de acceso a la información. El primero se
inspira en la experiencia internacional y las normas
emergentes que guían a los legisladores y ciudadanos
en el debate sobre las provisiones imprescindibles para
apoyar al derecho a la información. Además, analiza
brevemente el borrador del anteproyecto de la ley
boliviana de transparencia y acceso a la información
más corriente en comparación a dichos estándares.
Para la mayoría de gobiernos, la implementación de
una ley de acceso a la información ha resultado ser 
un reto aún más grande que el de aprobarla. Tanto
cambiar la actitud de funcionarios y el público 
como desarrollar los procedimientos necesarios para
archivar, responder a solicitudes de la información y
hacer capacitación suelen tardar mucho tiempo y usar
una cantidad enorme de recursos. En este capítulo, 
les recordamos a los lectores que la implementación 
es una responsabilidad conjunta entre el gobierno y
sus ciudadanos. Mientras que el gobierno tiene la
responsabilidad de establecer los procedimientos, 
la sociedad civil tiene que estar preparada a utilizar 
la ley y monitorear los esfuerzos del gobierno. 

Finalmente, la Delegada Presidencial
Anticorrupción, Lic. Lupe Cajías en su artículo
Certezas y dudas en el debate de una nueva norma
establece claramente su compromiso a promover el
acceso a la información y a la vez define de manera
realista los retos con que se enfrenta el Presidente
Mesa mientras su administración se esfuerza para 
diseñar e implementar un sólido marco legal. Les 
invita a todos los Bolivianos a tomar parte en el 
próximo debate sobre el acceso a la información, 
el cual espera que sea “participativo, realista, con-
structivo y de inclusión, dentro de una búsqueda 
general de mejorar las actuales condiciones 
socioeconómicas y políticas de una nación 
pluricultural y multilingüe.” 

Al establecer el régimen de información, Bolivia 
se junta con una tendencia creciente a la que muchos
país han suscrito. Sin embargo, la experiencia ha
demostrado que para implementar completamente 
y hacer cumplir efectivamente una ley de acceso a 
la información hay que tener bastantes recursos y
compromiso de todos los sectores de la sociedad.
Además, se debe siempre ser vigilante para asegurar
que el derecho a la información se mantenga vibrante
y vivo. Con las habilidades de su pueblo y el respeto
de éste para la democracia, Bolivia alcanzará su meta
de promover mayor transparencia a través de una ley
de acceso a la información.
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injerencia de autoridades públicas y sin consideración de
fronteras”. Este artículo hace referencia, asimismo, a
que el ejercicio de estas libertades implica responsabil-
idades y deberes así como el sometimiento a ciertas
formalidades, condiciones, restricciones o sanciones
previstas por ley; que son, por supuesto, medidas 
necesarias para una sociedad democrática. Como es
con cualquier ley o norma relacionada con el acceso 
a información, existe restricción en este derecho
cuando la divulgación de tal información perjudique
la seguridad nacional, la integridad territorial o la
seguridad pública, o divulga información confidencial
que es necesaria para garantizar la autoridad o la
imparcialidad judicial.

La Convención sobre el derecho internacional 
de rectificación que entró en vigencia en el 1962,
manifiesta en su preámbulo, que el derecho a la infor-
mación protegerá a la humanidad contra el flagelo de
la guerra al combatir toda propaganda encaminada a

provocar o estimular cualquier
amenaza a la paz, o cualquier
acto de provocación que
pudiera producir efectos de
agresión a la paz.

Efectos positivos 
del acceso a la 
información en
Bolivia

El derecho a la información
es necesario para que 

los bolivianos puedan ejercer
sus derechos humanos 
fundamentales. En este país,
los derechos humanos siempre
han sido relacionados con 
violaciones masivas y 

Instrumentos nacionales e 
internacionales pertinentes

Nuestra Constitución Política del Estado consagra
el derecho de los ciudadanos bolivianos a recibir

educación y cultura, en cambio respecto al derecho a
la información existe insuficiencia de la normativa
constitucional. Esta normativa únicamente hace 
referencia al derecho de petición y no así la consagra
como un derecho fundamental.

El Artículo 19 de la Declaración Universal de 
Los Derechos Humanos señala, entre otros derechos,
el derecho a investigar, recibir información y 
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resultados que se esperan de ésta normativa no 
tienen la efectividad esperada y deterioran una 
reforma tan importante que ha dejado atrás el 
procedimiento inquisitivo.

Por último, además de aumentar la posibilidad 
de participar en la toma de decisiones y ayudar a 
que los ciudadanos entiendan mejor y ejerzan sus
derechos, el acceso a información es una herramienta
importante para aumentar la inclusión social y 
prevenir la manipulación de información que 
puede dar como consecuencia el conflicto. 

Próximos Pasos

El propósito final es dar más transparencia al 
manejo de la “cosa pública”, donde todos los 

ciudadanos puedan acudir a las instancias del Estado
para acceder a información, pudiendo a este efecto
solicitarla y en su caso al ser negada, ésta debe ser 
sustanciada, además de satisfacer los otros ideales
democráticos ya dichos. 

En la medida en que una ley especial que regule 
el Derecho a la Información y que la sociedad tenga
un rol protagónico para su efectividad, contribuirá al
fortalecimiento de la democracia, por cuanto a partir
de esta Ley, se podría contar con políticas públicas
que generen todo un proceso de información, que
tome en cuenta lo establecido en el Artículo 1 de 
la Constitución Política del Estado; en el sentido 
de que somos un país multiétnico y pluricultural.

En consecuencia, debe existir el firme propósito,
tanto del Estado como de la propia sociedad, que todo
ciudadano tenga el derecho a recibir información
verídica, objetiva y oportuna de parte del Estado.
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Por la importancia que tiene la Ley de
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TÍTULO PRELIMINAR: DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1° (Objeto de la Ley) La presente Ley tiene por objeto:

a) Establecer las normas que regulan la actividad administrativa y el procedimiento
administrativo del sector público.

b) Hacer efectivo el ejercicio del derecho de petición ante la Administración Pública

c) Regular la impugnación de actuaciones administrativas que afecten derechos 
subjetivos o intereses legítimos de los administrados y,

d) Regular procedimientos especiales

Artículo 4° (Principios Generales de la Actividad Administrativa) La actividad 
administrativa se regirá por los siguientes principios:

…

m) Principio de publicidad: La actividad y actuación de la administración es pública,
salvo que ésta u otras leyes la limiten.

SECCCIÓN SEGUNDA: DERECHOS DE LAS PERSONAS

Artículo 16° (Derechos de las Personas). En relación con la Administración Pública, 
las personas tienen los siguientes derechos:

a) A formular peticiones ante la Administración Pública, individual o colectivamente;…

…

f) A obtener certificados y copias de los documentos que estén en poder de la
Administración Pública, con las excepciones que se establezcan expresamente por ley o
disposiciones reglamentarias especiales,

g) A acceder a registros y archivos administrativos en la forma establecida por ley.

Artículo 18° (Acceso a Archivos y Registros y Obtención de Copias) 

I. Las personas tienen derecho a acceder a los archivos, registros públicos y a los 
documentos que obren en poder de la Administración Pública, así como a obtener 
certificados o copias legalizadas de tales documentos cualquiera que sea la forma de
expresión, gráfica, sonora, en imagen u otras, o el tipo de soporte material en que figuren.

II. Toda limitación o reserva de la información debe ser específica y estar regulada 
por disposición legal expresa o determinación de autoridad administrativa con 
atribución legal establecida al efecto, identificando el nivel de limitación. Se salvan 
las disposiciones legales que establecen privilegios de confidencialidad o secreto 
profesional y aquellas de orden judicial que conforme a la ley, determinen medidas 
sobre el acceso a la información.

III. A los efectos previstos en el numeral anterior del derecho de acceso y obtención de
certificados y copias no podrá ser ejercido sobre los siguientes expedientes:

a) Los que tengan información relativa a la defensa nacional, a la seguridad del Estado o
al ejercicio de facultades constitucionales por parte de los poderes del Estado.

b) Los sujetos a reserva o los protegidos por los secretos comercial, bancario, industrial,
tecnológico y financiero, establecidos en disposiciones legales.

LEY 2341
De 23 de abril de 2002

LEY DE 
PROCEDIMIENTO
ADMINISTRATIVO
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destinadas a proporcionar información; incluso 
existen entidades públicas que entre sus funciones
principales está la emisión y entrega de información 
a la población. Asimismo, se debe señalar que en 
las últimas décadas, los gobiernos han destinado
importantes cantidades de recursos en campañas 
que pretenden hacer conocer las obras que están 
ejecutando, utilizando espacios televisivos, radiales 
y de prensa escrita, con contenidos destinados a ori-
entar la opinión pública en favor de los gobiernos.
Corrientes opositoras a los gobiernos han criticado
esas acciones calificándolas de propaganda que oculta
la verdadera situación del país. Lo importante de 
todo este análisis es determinar si la información que
proporcionan las entidades públicas bajo estas normas
existentes es suficiente, oportuna y útil para que la
población pueda valorar
e indagar respecto a 
las actividades, uso 
de los recursos, y 
desempeño de las 
entidades públicas.

Otra norma que se
relaciona con la divul-
gación de información
por parte de la adminis-
tración pública es el Decreto Supremo 23318-A
(Reglamento de la Responsabilidad por la Función
Pública) de 3 de noviembre de 19922 que incorpora 
el concepto de transparencia y establece el deber de 
los servidores públicos de desempeñar sus funciones
con eficacia, economía, eficiencia, transparencia y 
licitud; asimismo, ese instrumento legal establece 
para los servidores públicos la función de generar 

y transmitir información “útil, oportuna, pertinente,
comprensible, confiable y verificable, a sus superiores
jerárquicos, a las entidades que proveen los recursos
con que trabajan y a cualquier otra persona que esté
facultada para supervisar sus actividades”. Con esta
norma, también estamos frente a disposiciones que en
materia de información orientan su reglamentación 
a la provisión de información para satisfacer las
necesidades internas de las entidades públicas, pero
las reglamentaciones no contemplan la provisión 
de información a los ciudadanos.

Esta misma norma establece también que los 
cia

norma,ouso 

prdades”. Co reposir s 
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El 31 de enero de 2004 se promulga el Decreto
Supremo 27329 estableciendo que el acceso a la
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Conclusión

La formulación legal de la transparencia y su
reglamentación implica establecer los niveles 

de información que las entidades deben difundir o
poner al alcance de los ciudadanos. Uno de ellos
debería corresponder a los datos generales de cada
entidad, el marco institucional en el que operan, su
organización, organigrama, procedimientos, marco
legal que les corresponde, información presupuestaria,
adquisiciones y contrataciones de bienes y servicios.
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complicada. MKSS toma un tema e introduce 
solicitudes de acceso a los registros públicos perti-
nentes bajo la ley de acceso a la información. Luego
reúnen a los habitantes de una panchayat (grupo de
aldeas) a un jun sunwai (audiencia pública o cabildo),
para que la gente tome la palabra y exprese lo que
tiene a bien. Se invita a los funcionarios públicos. 
Las movilizaciones de MKSS proveen de un entorno
seguro en que se pueden expresar los desfavorecidos e
ignorados, y provee de un mecanismo para que los

ceildohe creasoc2.627 TD
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funcionar directa y poderosamente a favor de los
miembros más pobres y vulnerables de la sociedad. 

También en Sudáfrica el trabajo de mi organi-
zación, el Centro de Asesoría para una Democracia
Abierta (ODAC, por sus siglas en inglés) está 
probando que esta ley es pertinente no solamente
como una parte importante del rompecabezas en la
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Constitución. En el caso Pretorius, el banco, 
habiendo oído la opinión de sus abogados, prefirió 
no ir a los juzgados, y propuso un arreglo extrajudicial,
prorefirió 
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una percepción pública generalizada de que alguna
forma de soborno jugaba un papel en el proceso 
de admisión.5 

A inicios del año 1998 la madre de una niña que
no había pasado el examen de admisión pidió ver 
la hoja de respuestas de su hija y sus notas, a lo cual 
la escuela se negó. En el pasado, esto hubiera sido el
fin del camino—ella y su hija hubieran quedado
agraviadas, frustradas e impotentes. En cambio, la
señora invocó la ley de acceso a la información. 

En noviembre de 1998, la Comisión de
Información Oficial dictaminó que las hojas 
de respuestas y las notas de la niña y 120 otros 
estudiantes que habían sido admitidos a la escuela
constituían información pública y que por lo tanto
eran de obligatoria divulgación. Le siguió un período
de controversia pública, pero al final la escuela 
admitió que 38 estudiantes que en realidad no habían
pasado la prueba habían sido admitidos a raíz de 
pagos efectuados por sus padres. 

Luego los padres de la niña entablaron una 
demanda con el argumento de que las prácticas 
de admisión de la escuela eran discriminatorias 
y violaban la cláusula de igualdad de la nueva
Constitución de Tailandia. El Consejo de Estado, 
un ente de asesoría legal del gobierno que tiene 
la potestad de emitir autos judiciales, falló en su 
favor y ordenó a la escuela y a todas las escuelas
financiadas por el estado a abolir estas prácticas 
corruptas y discriminatorias. 

5 Ibid.

Conclusión

Como se puede ver en los diferentes casos descritos
más arriba, el acceso a la información ha sido 

utilizado eficazmente como un medio para garantizar
los derechos socioeconómicos más básicos, como son
el derecho a los alimentos, los beneficios públicos, 
la educación y la igualdad. La información es poder, 
y a menudo, mientras más uno sabe, más se puede 
influir en los eventos y en las personas. Para los/las
ciudadanos/as y las organizaciones cívicas, esta es una
época de oportunidades y de inmensos desafíos. Se
trata de una oportunidad, especialmente para los más
pobres en nuestra sociedad, de recuperar terreno en 
su lucha por una existencia más justa. Con un mayor
conocimiento, las personas pueden participar con más
fuerza y pueden contribuir al proceso de formulación
de políticas. Además, pueden utilizar estas normas
emergentes para acceder a la información, la que una
vez obtenida conduce a un aumento en su poder. En
este sentido, el Derecho a Saber es el Derecho a Vivir.

Es solamente a través del acceso a la información
que podemos tomar acción para escapar a la indig-
nidad humana de la exclusión social y económica. 
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Néstor Baragli

funcionarios públicos (la autoridad) como al sector
privado (el dinero). Esta clara imagen del tango nos
permite describir el fenómeno de la corrupción en 
términos sencillos: “la corrupción es hija de las 
relaciones clandestinas entre el poder de la autoridad
y el del dinero”.
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democracia cuando aquellos a quienes han elegido
para representarles y para mejorar la comunidad, 
en realidad basan sus decisiones sólo en sus propios
intereses. La gente tiene más y más desconfianza 
en que los instrumentos de la democracia pueden 
satisfacer sus necesidades y mejorar su calidad de vida,
y los escasos recursos públicos se desvían a bolsillos
privados, empobreciendo a la población en general 
e impactando con mayor rigor a quienes menos 
recursos tienen. 

La corrupción es un hongo que crece en la 
oscuridad.4 Para que la corrupción medre, debe
realizarse fuera de la esfera de los mecanismos de 
control establecidos y de la mirada pública.
Afortunadamente—y
esto abonaría la tesis de
quienes creen en cierto
progreso moral de la
humanidad—nadie en
estos tiempos aceptaría
abiertamente haber
cometido un acto de
corrupción. Más bien,
son incontables los
ejemplos de lo contrario: funcionarios, jueces, 
políticos, legisladores o empresarios que, ante pruebas
indiscutibles, continúan proclamando su inocencia.

Por eso, si queremos ganar nuestro combate contra
la corrupción, debemos poner el foco en uno de sus
ingredientes indispensables: el secreto. En efecto, será
a través del desarrollo de sistemas eficientes de acceso
a la información que podremos tener éxito en nuestra
tarea de prevenir la corrupción y de disminuir sus
efectos negativos. 

Este convencimiento de que la corrupción es 
algo decididamente “malo” para las sociedades se ha
incorporado entonces en la conciencia mundial, y 
se refleja en los mensajes, principios y normas de 
las más importantes organizaciones internacionales
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con voluntad política, un sistema eficiente de 
información y una sociedad civil activa—es la mejor
herramienta para comenzar a cambiar una sociedad
construida desde el secreto y transformarla en una
sociedad abierta.

Si deseamos construir una sociedad abierta y 
transparente, en la cual la corrupción sea la excepción
y no la regla, se requiere de controles. Estos están—o,
al menos, deberían estar—a cargo de los organismos
estatales creados al 
efecto (contralorías,
auditorías, oficinas 
especiales, sindicaturas,
comisiones legislativas,
etc.), de las
Organizaciones de la
Sociedad Civil, de los
medios de prensa y, en
definitiva, de la sociedad
en su conjunto.

Pero para que este 
sistema de controles pueda funcionar eficientemente,
todos ellos deben contar con un insumo fundamental: 
información. Sólo con datos concretos podremos
responder algunas de las preguntas críticas que
derivan de un adecuado control de la gestión 
pública, como por ejemplo:

• ¿En qué gasta el Estado el dinero de nuestros
impuestos?

• ¿Cuál es la estructura de un área gubernamental?
¿Cuántos empleados trabajan allí? ¿Quiénes son?
¿Cuál es su salario?

• ¿Qué relaciones comerciales tiene—o ha 
tenido—un funcionario con un determinado
sector empresario?

Además de conocer cuestiones importantes que
afectan a los ciudadanos y a las comunidades, como
las que tienen que ver con contratos, licitaciones, 
diseño de políticas gubernamentales, nombramiento
de funcionarios públicos, etc. 

Como dijimos, ninguno de los mencionados actores
sociales podrá controlar la gestión de los asuntos

públicos si antes no cuenta con información veraz,
precisa, completa, relevante y oportuna que permita
responder con certeza a algunas de estas preguntas. 

Aquel Estado que esté realizando esfuerzos de 
prevención y combate a la corrupción necesita 
información para investigar, para asegurarse de que 
los mecanismos de control funcionan, y para detectar
las áreas más vulnerables y establecer prioridades.
Además, la información asegura más eficiencia sin

duplicación de recursos 
y esfuerzos, así como 
el mejoramiento del 
proceso de toma de 
decisiones.

Los ciudadanos 
precisan de información
para lograr que sus 
gobiernos rindan cuentas
y para ayudar a aquellos
Estados que estén real-
izando esfuerzos para

eliminar la corrupción. Por su parte, los medios de
comunicación también requieren de información
veraz, completa y oportuna si desean ser confiables y
servir como protectores de los intereses del ciudadano. 

Por último, un amplio acceso a la información y 
la mayor transparencia es también deseable para el
sector privado, puesto que de este modo se desalien-
tan las prácticas corruptas que distorsionan el correcto
funcionamiento del mercado. 

Debajo ofreceré tres ejemplos tomados de la
Argentina que demuestran por qué la información
resulta primordial para que el estado, la sociedad civil
y los medios de comunicación puedan controlar la
corrupción, y por qué una ley de acceso a la informa-
ción es una herramienta necesaria para alcanzar esta
meta. Actualmente, sólo la ciudad de Buenos Aires y
unas pocas Provincias tienen normas sobre acceso a la
información en la Argentina y, pese a que desde hace
tiempo existe un proyecto de ley aprobado en la
Cámara de Diputados y en debate en el Senado, aún
se aguarda la sanción de una ley nacional de acceso a
la información. Como lo demuestran estos ejemplos,
sin información es imposible controlar la corrupción. 

Aquel Estado que esté realizando 
esfuerzos de prevención y combate a 

la corrupción necesita información para 
investigar, para asegurarse de que los mecanis-
mos de control funcionan, y para detectar las
áreas más vulnerables y establecer prioridades. 
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toda persona podrá consultar y obtener copia de las
declaraciones juradas presentadas”. De este modo, 
el acceso público a las declaraciones juradas de fun-
cionarios de alto nivel de los tres poderes del Estado
debe ser pleno (con la sola excepción del denominado
“anexo reservado”, que contiene datos personales 
del declarante). 

No obstante este mandato legal, existieron algunos
problemas para que, en la práctica, la ciudadanía
pudiera acceder a las declaraciones juradas de 
algunos legisladores y jueces. En respuesta a estos
incumplimientos, la Comisión de Seguimiento del
Cumplimiento de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción (ente independiente integrado
por prestigiosas Organizaciones de la Sociedad Civil,
asociaciones profesionales, instituciones educativas 
y organismos públicos) y la Fundación Poder
Ciudadano realizaron presentaciones judiciales para
terminar con esta irregularidad. En este sentido, esta
organización inició una acción judicial contra la
Presidencia de la Cámara de Diputados, a los efectos
que un Juez estableciera el plazo en el cual se le 
debía dar respuesta a la solicitud de información. 
De más está decir que, de haberse contado con 
una ley nacional de acceso a la información, las 
organizaciones de la sociedad civil hubieran gozado 
de un mayor andamiaje jurídico y de una poderosa
herramienta para fortalecer este derecho. 

Con relación a la Cámara de Senadores, Poder
Ciudadano debió también presentar una acción 
judicial dirigida contra la Secretaría Administrativa
del Senado, debido a la negativa del organismo a
entregar la información requerida. En este caso, 
una Juez de Primera Instancia falló a favor de Poder
Ciudadano, con sustento en el artículo 13 inc. 1 de 
la Convención Americana de Derechos Humanos y 
la Ley de Etica en el ejercicio de la Función Pública, 
y ordenó a la Secretaría Administrativa del Senado
cumplir con la obligación legal. Disconforme con este
resultado, el Senado apeló la decisión de Primera
Instancia. Sin embargo, la sentencia fue confirmada
por la Segunda Instancia, que ordenó a la Secretaría
Administrativa del cuerpo cumplir con la obligación
legal de dar a conocer las declaraciones juradas 

de los senadores. 
Este es otro ejemplo que expone cómo los encarga-

dos de controlar—en este caso, la sociedad civil—no
pueden hacerlo si no cuentan con información. Pero
también demuestra cómo una sociedad civil activa
puede superar los obstáculos, involucrándose con un
ideal y logrando resultados exitosos.

LOS MEDIOS DE PRENSA NO PUEDEN AYU-
DAR A CONTROLAR SIN INFORMACION—
Caso: La Ley de Acceso a la Información de los
Estados Unidos de América (Freedom of Informa-
tion Act) y su utilización por parte de un periodista
argentino para investigar un caso de corrupción. 

El 20 de mayo de 1998 se suicida con un disparo de
escopeta en su rostro el poderoso empresario Alfredo
Enrique Nallib Yabrán. De origen humilde, llegó a
poseer una enorme fortuna y a ganar negocios con
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necesarias disposiciones legales más explícitas con
respecto al rol y las responsabilidades de los servidores
públicos e incluso tal vez sea necesario contar con
reglamentación específica sobre los procedimientos
concretos de provisión de información. De igual 
manera, en aquellos países donde exista un sistema de
archivos y registros menos desarrollado, el texto de la
ley y los reglamentos deberán hacer énfasis en estos
temas. El diseño, implementación y cumplimiento 
de un régimen de información que fortalezca la
democracia, puede compararse con el armado de 
un rompecabezas: para que la figura comience a 
visualizarse, las piezas deben estar identificadas 
(desde la más grande a la más pequeña) y colocadas
conjuntas dentro del marco del rompecabezas. 

Este artículo intenta ser una guía basada en la
buena práctica internacional y brindar un breve 
análisis del anteproyecto de ley boliviana actual.

La redacción de las leyes de acceso 
a la información2

Como se dijo más arriba, la instauración de un 
régimen de acceso a la información se parece

mucho a la tarea de armar un rompecabezas, siendo 
la buena redacción de la legislación pertinente, una
pieza clave del proceso. 

A continuación se presentará una breve descrip-
ción de los principios fundamentales necesarios 
para la redacción de leyes de acceso a la información
vigorosas y efectivas. Se hará referencia a la inter-
pretación de la buena práctica internacional, a 
documentos tales como los Principios para la
Legislación sobre Libertad de Información de la ONG
ARTÍCULO 19 y a la revisión de leyes de distintas
jurisdicciones tales como Sudáfrica, Jamaica, Perú,
Mexico y los Estados Unidos. En última instancia, 
la ley deberá ser creada para corresponderse con la
realidad sociopolítica del país. Esta guía no pretende
proporcionar un listado exhaustivo sino que es de
carácter orientador como recomendación para ayudar
a completar el rompecabezas. 

La estructura de la ley puede variar, pero la 
experiencia demuestra que por lo menos debería
incluir los siguientes secciones: 

a. objetivos y principios fundamentales; 
b. alcance de la ley; 
c. publicación automática; 
d. proceso/procedimientos; 
e. excepciones; y 
f. procedimientos de apelación

Objetivos y Principios fundamentales

El principal objetivo de una ley de acceso a la 
información es el de promover los efectos provechosos
de la democracia y respaldar tales ideales. La ley de
acceso a la información jamaiquina de reciente
aprobación, expone en la Parte 1 sus objetivos que
dicen así: “reafirmar y dar mayor trascendencia a 
ciertos principios básicos subyacentes al sistema
democrático constitucional, a saber—

(a) rendición de cuentas por parte del gobierno;
(b) transparencia; y
(c) participación pública en la toma de decisiones 

a nivel nacional.”3

2 Esta sección está basada en Observations on the 2004 Bolivian Access
to Information Draft Law, L. Neuman y R. Calland, The Carter Center,
abril de 2004.

3 The Access to Information Act, 2002, Parte 1 (2).
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La Ley de Acceso a la Información Mexicana tiene
objetivos similares, tales como “contribuir a la 
democratización de la sociedad mexicana y la plena
vigencia del estado de derecho”, agregando además
otros objetivos como “mejorar la organización, 
clasificación y manejo de los documentos.”4

A fin de cumplir con este objetivo, el principio
general de la ley debería ser de plena apertura, basado
en la premisa de que la información pertenece a los
ciudadartenar d*]TJciudaindividuoe
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panameña de acceso a la información obliga al estado
a suministrar automáticamente información
perteneciente a ciertas categorías definidas amplia-
mente. Esta legislación
estipula que la informa-
ción debe existir en 
formato impreso, ser
anunciada en los sitios
de Internet correspondi-
entes y ser publicada
periódicamente.7

Por último, cuando se
desarrolla un esquema de
publicación automática, deben tenerse en cuenta cier-
tas cuestiones relacionadas con la implementación,
entre ellas el tiempo necesario para identificar la
información disponible automáticamente, el diseño de
metodologías para la difusión de la información y la
capacitación de los servidores públicos responsables. 

Procesos y Procedimientos

A menudo los procesos de solicitud y provisión de
información resultan más importantes que cualquier
otra disposición en lo referente al valor y la efectivi-
dad de la ley. Por lo tanto, deben establecerse pautas
claras y prácticas a fin de asegurar que el derecho a la
información sea accesible a todas las personas. Las
diversas leyes de acceso a la información pueden 
diferenciarse en algunos aspectos específicos, pero la
mayoría de las leyes modernas incluyen los siguientes
procedimientos:

Procedimiento para la solicitud de información

En términos generales este proceso debería resultar 
lo más simple posible a fin de facilitar la solicitud de
información por parte de los ciudadanos y requerir la
menor cantidad de requisitos formales. La legislación
debería obligar a los solicitantes a describir la infor-
mación requerida con suficiente detalle para facilitar
la identificación de la misma por parte del funcionario
a cargo de la búsqueda. No obstante, los requerimien-
tos que obligan a presentar las solicitudes en un 
formato específico o ante una persona en particular

dentro del organismo en cuestión, pueden provocar
obstaculizaciones innecesarias al ejercicio del derecho
a la información. Inclusive muchas leyes permiten la

solicitud verbal de infor-
mación ya sea en per-
sona o telefónicamente.
Esto resulta especial-
mente importante en
aquellos países con altos
índices de analfabetismo
o en aquellos donde 
se utilizan varias 
lenguas distintas. 

Respondiendo a las Solicitudes de Información 

Las leyes de acceso a la información deberían 
establecer claramente el procedimiento que deben
seguir los funcionarios públicos al responder a las
solicitudes de información. Además de la manera 
en que el funcionario público debería suministrar la
información, esta sección de la ley debe establecer 

segcausa implemult de la  la ique oblmponfa imporma-
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Además de referirse a los plazos, la sección de la ley
que estipula la respuesta a las solicitudes de informa-
ción por lo general debe incluir un procedimiento
específico para la transferencia de solicitudes cuando
la información estuviera en poder de otra agencia. 
Es decir, en aquellos casos en que el/la solicitante 
se dirigiera a un ente equivocado, no se le deberá 
simplemente denegar la petición sino que la agencia
debe dirigir al/la solicitante al ente correspondiente
transfiriendo la solicitud a la agencia apropiada. Tal
disposición hace que la entidad, y no el/la solicitante,
sea responsable de transferir la solicitud a la agencia
correspondiente. Asimismo, la disposición debe
incluir la manera en que se debe transferir la solicitud,
el plazo para dar respuesta, y el mecanismo para 
notificar al/la solicitante que su solicitud ha sido
transferida.

Denegación

Todas las leyes de acceso a la información incluyen un
procedimiento para denegar solicitudes. Las mejores
entre ellas, dictan que las solicitudes de información
sean denegadas solamente con base en una excepción
específica, y que la denegación se proporcionará por
escrito. En los cuatro países latinoamericanos y del
Caribe que tienen actualmente una moderna ley de

acceso a la información en vigor, dicha legislación
estipula que las denegaciones deben constar por
escrito justificando los motivos que las ocasionan. 

Responsabilidad y sanciones

La designación de un Oficial de Información deberá
ser el primer paso para una implementación adecuada
de la ley de acceso a la información. La legislación
debe establecer las atribuciones y obligaciones del
Oficial, tales como la responsabilidad por la operación
e implementación del sistema de publicación
automática así como ver que las solicitudes de 
información sean resueltas en tiempo y forma. 

Garantizar la publicación y divulgación de una
“hoja de ruta” puede ser otra de las responsabilidades
atribuidas al Oficial de Información (a menudo
descrito en las leyes de acceso a la información más
modernas como “guías” o “manuales”). Una “hoja de
ruta” que describe el tipo de información en poder de
cada agencia, y cómo se puede acceder a ella, sirve
para ayudar a los ciudadanos y ciudadanas a dirigir
correctamente sus solicitudes de información, y forma
parte integral de cualquier sistema de archivo de 
documentos. Asimismo, dicha “hoja de ruta” 
contribuye a que el gobierno pueda organizar 
eficientemente sus registros y sistemas, y sirve para
limitar la cantidad de solicitudes presentadas ante
entidades equivocadas y la consecuente pérdida de
tiempo que ello implica. Además, la mayoría de las
leyes modernas imponen a los servidores públicos el
deber de ayudar al/la solicitante en su búsqueda. 

Además de las responsabilidades de los servidores
públicos, la legislación debiera establecer sanciones
para quienes impidan el acceso a la información ya
sea destruyendo, ocultando, evitando o interfiriendo
con alguna documentación. 

Costos

Por lo general, las leyes modernas no estipulan costo
alguno por la solicitud de información, aunque sí
imponen cobros mínimos para compensar los costos
de reproducción del material solicitado. Sin embargo,
en muchas leyes existe la posibilidad de que se exima
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al solicitante del costo de una cierta cantidad de
copias o por solicitudes que se consideran de “interés
público”, o en el caso de personas sin recursos. 

Sistema de archivo y registros

Debería pensar sobre cuestiones relacionadas con el
archivo y registro de documentación y con las obliga-
ciones de los servidores públicos de crear y mantener
determinados registros. En muchos de los países que
actualmente cuentan con leyes de acceso a la infor-
mación en vigencia, el establecimiento de sistemas de
archivo y registro resulta ser el paso más engorroso y
costoso del proceso. Es importante considerar seri-
amente esta cuestión clave y que se redacten guías de
procedimientos para capacitar a los entes públicos en
el desarrollo de prácticas adecuadas con relación al
archivo y registro de documentación. 

En muchos países ya existe una Ley de Archivos.
En estos casos debería cuidarse que la ley de acceso a
la información sea consistente con otras leyes y regu-
laciones preexistentes. La ley peruana estipula la ade-
cuada conservación de la información mediante la
creación y mantenimiento de registros públicos y
establece que cada organismo público envíe la docu-
mentación relevante a los Archivos Nacionales en
concordancia con lo establecido en la reglamentación
de archivos.
conaurchivo IpúbliT*
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como organizaciones no gubernamentales (ONGs)
dedicadas a los derechos humanos y la democracia, la
asociación de periodistas, influyentes empresarios de
los medios de comunicación y otros representantes del
sector privado así como la Asociación de Servidores
Civiles. En Sudáfrica, el Open Democracy Campaign
Group que trabajó denonadamente desde 1995 
hasta 2000 para abogar por una ley potente que haga
efectivo el derecho constitucional de acceso a la
información recientemente promulgado en la nueva
constitución nacional de 1996, estuvo compuesto por
ONGs de derechos humanos, organizaciones eclesiás-
ticas, grupos de presión ambientales, y una poderosa
asociación de sindicatos, COSATU.13

Contrariamente, en países en los que la sociedad
civil no participó activamente del debate, la ley fue
tratada con recelo y consecuentemente el derecho 
de acceso a la información fue siendo relegado 
hasta atrofiarse. Peor aún, en algunos casos las leyes
promulgadas resultaron contrarias a los principios de
apertura, limitando, en lugar de ampliar el derecho 
a la información y la libertad de expresión, tal es el
caso de países como Zimbabwe y Paraguay. El caso 
de Belice, una pequeña ex colonia británica situada
en América Central, es un ejemplo de cómo un 
defectuoso proceso de promulgación de la ley resultó
negativo para los objetivos propuestos de lograr mayor
transparencia. Belice aprobó la ley tempranamente,
en 1994. Esto se logró sin prácticamente debate públi-
co o parlamentario alguno y sin ninguna participación
de la sociedad civil. Durante la última década, la ley
fue utilizada solo en contadas ocasiones y raramente
fue exitosa. Por tanto, la forma que toma el proceso
de promulgación de la ley y la medida en que los
actores externos al gobierno se comprometen con
dicho proceso resulta fundamental. 

Anteproyecto de Ley Boliviana:

El 31 de enero de 2004, el Presidente Carlos Mesa
anunció el Decreto Supremo de Transparencia y

Acceso a la Información. Dicho Decreto imponía a
cada organismo del gobierno la obligación de dar a
conocer cinco tipos de información de manera
automática mediante su publicación en sitios de
Internet oficiales o a través de otros medios que 
resultaran apropiados. 

Si bien este es un paso importante que demuestra
el compromiso del gobierno hacia la transparencia y
para preparar la administración pública, no tiene el
mismo carácter que una exhaustiva ley de acceso a 
la información. Por consiguiente, basándose en el
anteproyecto de Ley de Acceso a la Información 
y Transparencia del año 2000, la Delegación
Presidencial Anticorrupción (DPA) ha terminado 
de redactar recientemente el primer borrador del
anteproyecto de ley. El nuevo borrador incorpora los
resultados de las consultas que la DPA ha realizado
entre grupos de la sociedad civil en los 9 departamen-
tos del país, así como sugerencias ofrecidas por el
Centro Carter en mayo de 2003 y abril de 2004, en
relación con anteproyectos de ley anteriores. 

Es de esperar que en los próximos meses el
anteproyecto de Ley en cuestión sea puesto a 
consideración del Congreso. Este artículo, en un
intento por impulsar el debate en relación con el
anteproyecto de ley brinda un breve análisis de 
algunas disposiciones clave incluidas en dicho
anteproyecto, basándose en estándares y experiencias
internacionales. Entendemos que el anteproyecto 
de ley de acceso a la información al cual hacemos 
referencia en este artículo (el último redactado al 30
de abril de 2004) será presentado ante los ciudadanos
de Bolivia a través de talleres y audiencias públicas
oficiales y, los comentarios y recomendaciones 
recogidos, serán utilizados para desarrollar y 

13 Para una descripción completa de la Campaña de Sur Africa, ver
Dimba M. at freedominfo.org
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perfeccionar el anteproyecto de ley. Por tanto, al 
estar el borrador de la ley aún en proceso de 
redacción, algunas partes de este artículo podrían
tornarse obsoletas.  

En términos generales, el anteproyecto de ley 
de acceso a la información boliviano toma en 
cuenta muchas de las piezas clave del rompecabezas
mencionadas más arriba en este artículo. El
anteproyecto cumple gran parte de los principios 
generales del acceso a la información: asegurar un
pleno derecho de acceso a la información a todas las
personas; reconocer que las personas tienen derecho 
a solicitar información sin necesidad de explicar 
sus motivos; intentar que la ley alcance a todos los
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información serán aquellas que específicamente 
estipule la ley. No obstante, el Artículo 15 podría
indicar un motivo adicional de denegación de acceso
a la información “cuando la entidad no esté en 
condición de satisfacer la petición.” El propósito de
tal cláusula podría estar referido al tratamiento de 
la documentación perdida o destruida y de hecho 
proporciona ciertas garantías ya que debe dar una
notificación por escrito y una justificación. No
obstante, en la práctica uno podría encontrarse con
que el artículo ha sido redactado en forma demasiado
amplia por lo que podría involuntariamente conver-
tirse en un justificativo generalizado para denegar
acceso a la información. 

El Artículo 14 del anteproyecto incluye una 
adición bienvenida según la cual ninguna entidad
puede rehusar información basándose en criterios
raciales, lingüísticos, de género, religiosos…o
cualquier otra característica del peticionante.

Responsabilidad y sanciones

La designación de un Oficial de la Información 
es uno de los primeros pasos necesarios para la 
correcta implementación de una ley de acceso a la
información. Por tanto, nos parece positiva la
inclusión del Artículo 10 que establece que cada
agencia debe designar a un oficial encargado de la
información y que dicha persona tendrá un rango
jerárquico suficientemente alto como para asumir la
toma de decisiones y la responsabilidad que la tarea
demande. El Artículo 18 que impulsa al Oficial de
Información a prestar asistencia al solicitante 
coincide también con los estándares internacionales
de buena práctica, si esta situación esta interpretada
ampliamente y no solamente cuando la entidad 
no posee la información solicitada. Porque el
anteproyecto incluye muchas detalles sobre las 

otras obligaciones y responsabilidades del Oficial 
de Información, como por ejemplo la compilación 
y distribución de “hojas de ruta” (guías o manuales)
que indiquen donde encontrar la información, estas
debieran incluirse en las normativas que regulen 
la implementación. 

Hay dos artículos que hablan de sanciones a 
los funcionarios públicos que no cumplan con lo
estipulado por esta ley (Artículos 7 y 9). Estas 
secciones podrían combinarse y expandirse a fin 
de incluir sanciones por la destrucción o alteración 
de documentación. 

Costos

De acuerdo con las mejores prácticas internacionales,
el anteproyecto boliviano estipula que la solicitud de
información no tendrá costo alguno, (Ver el Artículo
5(B)) existiendo un cargo únicamente por la repro-
ducción de dicha información sea en formato impreso
o en medio magnético. La frase “medio magnético”
puede requerir mayor especificidad, ya que de implicar
una respuesta vía Internet, ésta podría no tener costo
de reproducción alguno. Además, en concordancia
con la política pública, podría incluirse una exención
de pago cuando la información sea solicitada para el
interés público. 

Sistema de archivo y registros

El Artículo 6 del anteproyecto boliviano brinda
algunos principios básicos para el sistema de archivo
de información, un área de incumbencia técnica que
requiere directivas claras y uniformidad para todas las
entidades gubernamentales. Por tanto, la ley podría
ser enmendada a fin de obligar la promulgación de
regulaciones adicionales o instructivos vinculantes
para guiar a los funcionarios públicos en el desempeño
de esta tarea.
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Informes anuales

Los Artículos 33 y 34 responden a la necesidad de
rendir cuentas tanto ante el Congreso como ante el
público en general, aunque el texto de la ley pareciera
considerar menos obligatorio de informar al Congreso.
Sería conveniente agregar más detalles sobre el con-
tenido, la frecuencia y el formato de dicho informe a
las normativas que regulan el funcionamiento de la
ley o a las instrucciones para su implementación. 

Excepciones: Anteproyecto boliviano

La redacción de la sección que estipula las excep-
ciones a una ley de acceso a la información es a
menudo la parte más polémica y difícil del proceso.
Todas las leyes contienen excepciones, y la ley boli-
viana no es única. Es positivo que el Artículo 29 dicte
que estas excepciones deben ser interpretadas de 
manera restrictiva. También es bueno que pretende
proveer documentos de política, sea lo que sea su 
estado de deliberación, según el Artículo 22.

Sin embargo, la sección que establece las excep-
ciones, tal como aparece en el anteproyecto reciente,
resulta innecesariamente amplia, en especial en lo que
se refiere a la excepción que niega información cuya
divulgación pueda afectar al “sistema democrático”.
Hay también excepciones basadas en la manera en
que los documentos se encuentran clasificados (como
secretos o confidenciales) que claramente caben en
las dificultades anteriormente mencionadas. Estas 
secciones podrían prestarse al uso abusivo como
excepciones generalizadas para determinado tipo de
documentos, en lugar de basarse la excepción en el
contenido del documento o el posible daño que su
divulgación pudiera provocar. (ver Artículos 26-28).

Más perjudicial aún podría resultar la no inclusión
de una invalidación en caso de que la información sea
de interés público y de una cláusula de separación.
Pareciera que el Artículo 23 del anteproyecto actual
permite, para casos limitados, una prueba inversa de
interés público que hace énfasis en la consideración
del perjuicio público. Si bien el análisis del daño
potencial que podría causar la divulgación nos parece
positivo y, aún considerando que este es el punto de
partida correcto para estipular cualquier excepción, el
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artículo tal como está redactado, no atiende en 
forma explícita a la búsqueda de equilibrio entre 
el daño potencial y el interés público, ni tampoco
refiere a toda clase de excepciones. El Artículo 21 
del anteproyecto actual que trata el caso de un 
documento que contiene información parcial, 
debiera expandirse para autorizar la divulgación 
de aquella parte del documento que no quepa 
dentro de las restricciones establecidas. Sin algunas
modificaciones a las secciones sobre las exenciones,
esta ley no cumple con los estándares internacionales
emergentes.

Cumplimiento: Anteproyecto boliviano

El presente anteproyecto de ley no contiene 
disposiciones claras para el cumplimiento y los 
procesos de apelación. El anteproyecto sugiere 
que el Defensor del Pueblo podría asumir el rol 
de Comisionado independiente o Tribunal de
Apelaciones, pero no dispone procedimientos 
de apelación específicos. Esta sección en especial
necesita un mayor desarrollo. 

Coordinación de la Implementación: 
Anteproyecto boliviano

En el Artículo 31, el anteproyecto de ley de acceso a
la información considera la creación de un organismo
nacional de coordinación. En el caso de Jamaica, un
ente especializado estratégicamente situado, aún con
escasez de recursos y personal ha desempeñado un rol
fundamental en el desarrollo de un fuerte plan de
implementación. No obstante, debería asegurarse 
la claridad en la definición de roles y los límites 
de las funciones de dicho organismo para evitar 
que interfieran con las funciones del Defensor del
Pueblo o los Oficiales de Información. 

Conclusión
Modificar el modo de pensar y crear una nueva 
cultura de apertura es un enorme desafío que 
requerirá recursos y voluntad política. La aprobación
de una ley de acceso a la información cabalmente 
diseñada es sólo el primer paso. Sin embargo, a partir
de una colaboración permanente entre los principales
actores interesados, las piezas del rompecabezas
comenzarán a ocupar su lugar para crear el marco 
de transparencia deseado. 
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Por otra parte, en casos donde la aprobación de la
ley relacionada a acceso a la información fue en
respuesta a las exigencias de la sociedad civil, tienden

a desplegar mayores esfuerzos para su implementación.
Los gobiernos deben estar abiertos a lograr el compro-
miso de la sociedad civil a lo largo de todo el proceso,
y la sociedad civil debe tener la capacidad y la volun-
tad de responder. Casos como el de Paraguay, donde
se aprobó una ley que no satisfacía los estándares
internacionales; Belice donde nunca se utilizó la 
ley, y Perú donde se aprobó una ley de acceso a la
información, solamente para que al día siguiente 
fuera sujeta a enmiendas, nos demuestra los desafíos
que implica redactar y aplicar una ley aceptable. Sin
embargo, hemos visto claramente que cuando la
sociedad civil se compromete más profundamente 
en el proceso, a lo largo la ley en sí goza de mayor
legitimidad y consecuentemente más uso. México es
un buen ejemplo donde reportes estiman que hubo
más de 300 solicitudes de información el primer 
día de estar en vigencia la ley. El hecho de que la
sociedad civil estuviera involucrada en el proceso 
aseguró que el gobierno se mantuviera enfocado y
comprometido a implementar la ley. 

Más aún, la voluntad política debe ser sostenida,
aún cuando las amenazas externas pudiesen desafiar 
el compromiso del gobierno. Muchos podrían decir
que los Estados Unidos tuvo uno de los sistemas más
liberales de Libertad de Información. Aún si luego 
de los eventos del 11 de septiembre de 2001, más de
6.600 documentos del gobierno fueron retirados de 

sus páginas de web respectivas en solamente unas
pocas semanas, y el gobierno tuvo que reconocer que
habría “retrasos intencionados” para responder a las
solicitudes de información. El 12 de octubre del
mismo año, el procurador general de EEUU John
Ashcroft circuló un memorando interno que 
reemplazo la política de libre acceso a la información
que había estado en vigencia desde el 1993. El 
memorando afirmó, “Aliento que su agencia considere
con cuidado la protección de todas aquellos valores 
e intereses cuando determine la revelación de infor-
mación bajo la FOIA [ley de acceso a la información
en EEUU]. . . cuando consideran con cuidado las
solicitudes para la información y decidan ocultar
datos, o enteramente o en parte, tengan la plena
seguridad de que el Departamento de Justicia 
defenderá sus decisiones a menos que carezcan de 
una base legal bien fundada…”2 Las publicaciones 
de prensa caracterizaron este memorando como 
una marcha atrás para el acceso a la información y
una forma de censura.3 Y de “acuerdo a los datos
recopilados por la Oficina de Supervisión de
Información de Seguridad en los Archivos Nacionales
y en la Administración de Registros, el número de
acciones de clasificación por parte del ejecutivo tuvo
un incremento de 14 por ciento el 2002 con relación
al 2001, y las actividades de desclasificación llegaron
a su punto más bajo que los siete años previos.”4

La mayor parte de los gobiernos están acostum-
brados a hacer cosas en secreto. La noción de trans-
parencia invariablemente está muy lejos del rango de
experiencia y actitud de la mayoría de los burócratas
del sector público (y aún más en el caso del sector 
privado.) Por lo tanto, es necesario lograr un cambio
de actitud fundamental. El obstáculo de lo que uno

2 Memorando para todos los jefes de departamentos y agencias federales,
de John Ashcroft, Procurador General, Tema: Acceso a la Información,
el 12 de Octubre de 2001.

3 ‘El día en el que Ashcroft censuró acceso a la información,’ San
Francisco Chronicle, el 7 de enero, 2002.

4 “Evaluando el normal nuevo: La libertad y seguridad para los Estados
Unidos en el pos-11 de septiembre” (“Evaluating the New Normal:
Liberty and Security for the Post-September 11 United Status”),
Lawyers Committee for Human Rights, 2003.

Hemos visto claramente que cuando 
la sociedad civil se compromete más 

profundamente en el proceso, a lo largo 
la ley en si goza de mayor legitimidad 

y consecuentemente más uso.
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total para los ciudadanos y en la orientación para 
funcionarios. El cronograma de la entidad para la 
conclusión de las solicitudes de información, los 
cargos y los procedimientos de apelación son áreas
que deben recibir mucho más atención. Si se desea
información adicional relacionada a procedimientos 
y procesos, sugerimos que lean el anterior capitulo 
titulado: “Leyes de Acceso a la Información: Piezas
del Rompecabezas”.

Responsabilidad del Gobierno:
Desarrollando el Lado de la Oferta

Si no se cuenta con registros exactos, completos y
oportunos y con los medios para encontrar y dar a

conocer esta información, un régimen de acceso a la
información está destinado al fracaso. La aprobación
de una ley de acceso a la información en sí no es
ninguna garantía del “derecho a la información”. 
Más bien, los gobiernos deben comprometerse a 
dirigir los recursos humanos y financieros necesarios
para establecer los sistemas internos requeridos.

“Sea que una ley de
libertad de información
tenga éxito para asegurar
la inamovilidad del 
derecho a información
depende fundamen-
talmente de la 
predisposición de los
ejecutivos políticos y de
funcionarios a quienes se
solicita encargarse de administrarla. Los derechos
estatutarios podrían verse socavados si las entidades
del gobierno rehúsan comprometer los recursos ade-
cuados para su implementación, o consistentemente
ejercen poderes discrecionales que les otorga la ley en
formas contrarias a los objetivos de la legislación.”5

En la implementación de una ley de acceso a la 
información, los gobiernos deben desarrollar el lado
de la oferta y así los medios mediante los cuales
puedan dar respuesta a las demandas de información
de la sociedad civil. 

Plazo para la Implementación

La apropiada implementación de un régimen de 
acceso a la información toma tiempo. Aún así, existe
mucha presión del gobierno para poner estas leyes en
vigencia en forma inmediata. Esto es lamentable. En
Jamaica, México y Sudáfrica, los gobiernos se dieron
un plazo de un año o menos para implementar la ley.
En cada uno de estos casos, no tardaron en descubrir

Jamaif ladAecS 1úa.68la im4nogr
2*
(flsrir)T, losn, o cons8 748.21.omeTf
14 0 a.68ú
En5amaica, ssise apelación ohabístá destifih6*
(flsrir)T, lo*
(y prohoe una uy.744  y financierosl0losu
T*fua, ssnerueltidad n , los gobs leyes en)Tbísvi los mediobligón
vez*
(Jamatots la. Esto e,n)Tj
Tidadebierno rehúsa a las demandasatisfaequesun, los 
cargos y los . Polos que enc*
(nci,argia mcita enhabísernos rzcaara impsTj
T* que 2plem3formación)Tj
Tde ape orien5.0 a.68ú



El Centro Carter

Implementación de un régimen de acceso a la información

79

al mismo tiempo o que se adopte un sistema de 
incorporación gradual mediante el cual la ley entre en
vigencia primero en algunos ministerios y entidades
claves y luego en 
un plazo de tiempo
especificado se 
implemente a lo 
largo de toda la 
administración pública.
Las ventajas del enfoque
de incorporación 
gradual son la creación
de modelos que puedan
más fácilmente ser enmendados o modificados para
abordar problemas emergentes, antes de que éstos
sean agobiantes en la totalidad del régimen de infor-
mación, y de manera que el gobierno pueda enfocar su
energía a unas pocas entidades a la vez. Las entidades
nodales pueden servir de vanguardia para la plena
implementación de la ley con carácter general.
Durante la fase inicial, recomendamos que los
empleados responsables del servicio civil se reúnan
regularmente para debatir sistemas, aptitudes y 
lecciones aprendidas, y que éstos sean aplicados al
próximo conjunto de entidades en las que entraría 
en vigencia. Al mismo tiempo, las organizaciones no
gubernamentales interesadas y la ciudadanía deberían
capitalizar este tiempo para presentar solicitudes,
familiarizarse con el valor y los defectos de la ley, y
comprometerse positivamente con la primera ronda
de encargados de hacer efectiva la ley.

Una posible desventaja del sistema de incorpo-
ración gradual es que el gobierno pueda elegir 
ministerios que no sean esenciales o entidades no
importantes para la primera ronda de entrada en
vigencia de la ley, lo que envía una señal que 
denota que no hay seriedad sobre la transparencia. 
En segundo lugar, se pueden presentar solicitudes de
información que están en poder de una entidad donde
la ley aún no entró en vigencia. Esto daría lugar a
problemas, ya que las solicitudes serían transferidas 
a entidades que no tienen la responsabilidad de

responder a tales solicitudes de información. La 
habilidad de transferir solicitudes a entidades “no
implementadas”, puede servir como “pretexto” para

proporcionar informa-
ción y sin duda puede
crear gran frustración 
en los solicitantes, 
como actualmente está
ocurriendo en Jamaica.

Aún más, la 
ciudadanía podría 
solicitar mucha más
información que la 

cantidad esperada por el gobierno, así como solicitar
la información más delicada y desconcertante. 
Este “choque con la realidad” podría frenar la 
implementación y dar lugar a mayores retrasos 
del gobierno. Por lo tanto, si se adopta un enfoque 
de incorporación gradual con eficiencia, cada fase
debe ser establecida basándose en una cronología
como parte de la promulgación de la legislación 
o sus reglamentos.
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para la determinación de regulaciones de los Estados
Unidos y la Ley de Gestión Financiera de Australia,
para restringir los nocivos efectos de la “gobernabili-
dad a través de teléfonos celulares”, los responsables
de formular políticas podrían recibir el mandato de
mantener los registros que, un mínimo, detallen:
quién tomó la decisión; cuándo se tomó la decisión;
por qué se tomó la decisión; y una lista de fuentes 
relevantes utilizadas para la toma de decisiones.

Luego de aprobar su propia Ley de Acceso a 
la Información el 2002, el Gobierno de Jamaica 
rápidamente creó una unidad de implementación 
que depende del Ministerio de Información. Si bien
su trabajo ha cubierto áreas tales el desarrollo de
materiales y educación a los servidores públicos, 
también ha dedicado tiempo y recursos para 
mejorar el sistema de registros a lo largo de todas 
las entidades del gobierno para suavizar el camino 
de la implementación de la ley.

Establecer procedimientos para mantener registros,
incluyendo mantener los cronogramas y los sistemas
de clasificación, organización de los documentos 
existentes, y capacitación a los servidores públicos 
relevantes puede ser uno de los primeros (y el que 
más tiempo consume) pasos para la implementación
de un nuevo régimen de información. Por esta razón,
los gobiernos no deberían esperar la aprobación de la
ley para empezar a desarrollar estas tareas.

Publicación automática

La mejor manera de manejar cantidades inmensas 
de información es habilitando el acceso sin condi-
ciones al número máximo de documentos y archivos
oficiales. Así se limita el tiempo que el gobierno gasta
en decidir sobre solicitudes de acceso a la información
y por lo tanto reduce la cantidad de recursos que
deberán dedicarse a este procedimiento, con mejor
resultado también para el solicitante, porque la 
divulgación de la información se hace en forma
automática. Realmente el mejor modelo de la 
implementación es el de no solamente clasificar 

como automáticamente disponible la mayor cantidad
de información posible, sino también publicar los 
documentos correspondientes en el momento en que
ellos están producidos. En el léxico de la Libertad de
Información, esto se conoce como el método “derecho
a saber” (right to know). Evoluciones contemporáneas
en el uso y aplicación de las Tecnologías de la
Comunicación de Información ayudan con esto, 
desde luego, conforme con las nociones modernas 
de un “gobierno electrónico.” Por ejemplo en el 
Perú, bajo el gobierno de transición de 2001 con su
consigna de una “mayor transparencia,” el Ministerio
de Economía y Finanzas publicó grandes cantidades 
de información y encabezó un nuevo enfrentamiento
a la gestión pública abierta a través de sus páginas
electrónicas en el Internet. Evidentemente, el uso de
los portales en Internet de las entidades del gobierno
es una manera importante de apropiar el método
“derecho a saber” en su gestión, pero existen también
unas desventajas. Sobre todo en el mundo en vías 
de desarrollo, pocas personas tienen acceso adecuado
al Internet. Además, con el cambio constante de 
tecnologías, hasta los avances más corrientes pronto
se vuelven anticuados. De este modo, cualquier 
sistema electrónico de creación y mantenimiento de
registros o de publicación de información debería ser
visto como complemento a los documentos originales
y la publicación tradicional, y no como sustituto. 

Sistemas internos

Sistemas y reglas internos son imprescindibles para 
el funcionamiento de la ley dentro de las mismas
instituciones del gobierno. Estos sistemas son 
importantes tanto para el gobierno, como a medio
para guiar las actividades públicas, así como para los
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taller se dirigió a una respuesta más enfocada en estos
obstáculos y fue orientado hacia la fecha inminente
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En cualquier modelo que se acepte, lo más 
importante es que la sociedad civil sea activa en 
su uso de dicha ley. Asimismo, los que tienen la 
información en su poder se ven obligados a rendir
cuentas con relación a las nuevas responsabilidades 
de usar, controlar y divulgar la información. Así, el
objetiva final, tendrá una mayor transparencia que
apoderará a las personas para que tomen control de
sus vidas, se logra y se convertirá en una verdadera
realidad. Un esfuerzo estratégico y concentrado por
parte de la sociedad civil es tan importante para el
régimen de implementación efectiva como el acertar
respeto al proceso de facilitar la divulgación de 
la información. 
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mación y los profesionales admiten que les es difícil
interpretarla. De este modo, su utilidad se ha probado
que es limitada.

Finalmente, debemos señalar que existían en el
Parlamento proyectos de ley de transparencia, de
acceso a la información y de réplica, ninguno de los
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Guadalupe Cajías es la Delegada Presidencial
Anticorrupción. Lleva varios años siendo corresponsal
y trabajando como periodista. Obtuvo su licenciatura
en periodismo profesional de la Pontificia
Universidad Javeriana, Bogotá, Colombia. Ha 
trabajado en la esfera internacional de los medios 
de comunicación, siendo corresponsal para canales
como Univision (Estados Unidos) y Cambio 16
(España y Colombia) y programas como “El Día”
(México). Ha servido como Coordinadora de Prensa
para varias cumbres internacionales, incluso la VI
Reunión Institucionalizada del Grupo de Río y de 
la Unión Europea (Cochabamba), la Cumbre de 
las Américas sobre Desarrollo Sostenible (Santa 
Cruz) y la VI Cumbre de la Comunidad Andina 
de Naciones (Sucre), entre otras. 

Ha publicado diez libros sobre historia, tradiciones,
medios de comunicación y una novela histórica. 
Ha coeditado con otros investigadores textos sobre
comunicaciones en América Latina y ha recibido 
premios internacionales por un radioteatro y 
una serie de artículos sobre niños. Trabajó como 
consultora en comunicación y como columnista 
para “La Prensa”, “El Deber”, “Los Tiempos” y varios
otros periódicos. Además de su cargo como Delegada
Presidencial Anticorrupción, es docente de Historia
en la Universidad Mayor de San Andrés, Consultora
en Comunicación para la Contraloría General de la
República y el Servicio Holandés de Cooperación, 
y una columnista y colaboradora para revistas y 
periódicos bolivianos y latinoamericanos. 

Richard Calland es Presidente Ejecutivo del
Centro de Consejos para una Democracia Abierta
(ODAC) en la ciudad de Cape Town, Sudáfrica, y
director de la organización Right to Know (Derecho a
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Jimmy Carter (James Earl Carter, Jr.), Presidente
número treinta y nueve de los Estado Unidos. Nació
el 1 de octubre de 1924 en el pequeño pueblo rural 
de Plains, Georgia. Recibió su educación en la
Universidad del Suroeste de Georgia y el Instituto
Tecnológico de Georgia, obtuvo su licenciatura de 
la Academia naval de los Estados Unidos. Más tarde
realizó estudios de postgrado en 29e4c8i
81T40.21dara
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Como parte de su trabajo sobre transparencia, 
coordina como Secretaria Ejecutiva el Consejo de
Prácticas Empresariales Éticas del Centro Carter, 
liderado por las principales corporaciones de Atlanta
para promover internacionalmente la adopción de
códigos de conducta empresariales, la integridad y la
transparencia en el sector privado. La Dra. Neuman
ha trabajado también en diversas delegaciones de
observación electoral en Venezuela, Guatemala,
República Dominicana, Nicaragua, Perú y la Nación
Cherokee. También ha encabezado las delegaciones
internacionales de observación electoral del Centro
Carter en las elecciones de Jamaica (2002), República
Dominicana (2000) y Venezuela (1999, 2000. Es
además miembro del Comité de Derechos Humanos
del Centro Carter. 

Previamente al inicio de sus funciones en el Centro
Carter en Agosto de 1999, la Dra. Neuman ejerció
como abogada de una firma proveedora de servicios
legales para personas de bajos recursos en Wisconsin.
La Dra. Neuman es graduada de la Escuela de Leyes
de la Universidad de Wisconsin en 1993 donde
recibió el galardón Ruth B Doyle al liderazgo y 
la excelencia. 

Nardy Suxo Iturry es la Representante principal
para el Centro Carter en Bolivia. Funciona como
enlace entre el gobierno y la sociedad civil para 
apoyar los esfuerzos de la Delegación Presidencial
Anti-Corrupción y la sociedad civil en sus actividades
acerca del Acceso a la Información. Previo a este
cargo, se desempeño como Directora de Capacitación
y Derechos Ciudadanos (2004), Delegada Adjunta 
de Programas Especiales-Defensor del Pueblo 
(1999-2003), Directora del Proyecto Capacitación 
y Derechos Ciudadanos (1993-1999) y Directora 
del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la
Universidad Católica Boliviana en 1994. 

Entre otros trabajos, fue la Coordinadora de la
Consultoría para el Programa de Acceso a la Justicia 
y Sociedad Civil y Defensoría del Pueblo para el
Banco Interamericano de Desarrollo en 1998, elaboró
el Código del Menor para UNICEF en 1990 y las
Reformas Judiciales en Bolivia (Derecho Tradicional)
para la GTZ de Alemania en 1996. La Dra. Suxo
Iturry ha publicado e investigado en temas
Económicos-Sociales, Reforma Penal, Estudios
Constitucionales, Legislación Laboral, Trabajadoras
del Hogar y otros sobre Privados de Libertad, Niños 
y Mujeres. La Dra. Suxo Iturry es abogada de la
Universidad Mayor de San Andrés, y diplomada en
Derechos Humanos de la Universidad Carlos III de
España (CEBEM) y en Educación de la Universidad
Mayor de San Andrés y se desempeña actualmente
como Docente de varias Universidades de Derecho 
y Ciencias Juridicas.
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Un vistazo al Centro Carter

Información general: En 1982, el ex-Presidente 
de los Estados Unidos Jimmy Carter y su esposa,
Rosalynn, fundaron el Centro Carter en sociedad 
con la Universidad de Emory para promover la paz y
combatir las enfermedades. Una organización sin fines
de lucro, ésta ha ayudado a mejorar la vida de mil-
lones de personas en 65 países resolviendo conflictos;
promoviendo la democracia, los derechos humanos, y
las oportunidades económicas; mejorando la atención
a las enfermedades mentales; enseñando a agricultores
como aumentar la producción de su cosecha. 

Logros: El Centro ha observado 45 elecciones 
en 23 países; posibilitado a agricultores en 15 países
africanos a duplicar o triplicar sus rendimientos 
en el cultivo de trigo; actuado de mediador en o 
prevenido los conflictos civiles e internacionales 
en el mundo; intervenido para prevenir las 
enfermedades innecesarias en América Latina y
África; y procurado disminuir el estigma contra 
las enfermedades mentales. 
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